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DIPUTACIÓN DE VALLADOLID
Servicio de Asesoramiento Local


Por el Sr. Alcalde se solicita de este Servicio de Asesoramiento Local informe jurídico sobre el contenido de un proyecto de ordenanza relativa a la protección de la convivencia y seguridad ciudadana, de bienes públicos urbanísticos y arquitectónicos.
En primer lugar, señalar que la asistencia jurídica que presta el Servicio de Asesoramiento Local se dirige a informar sobre cuestiones jurídicas concretas que se plantean por las distintas entidades locales de la provincia de Valladolid, sobre cuestiones que tengan una vocación general y de permanencia y no se elaboran informes de procedimiento o propuestas de resolución que corresponden a la propia Entidad Local. Los informes que se emiten desde este Servicio de Asesoramiento Local no son ni preceptivos ni vinculantes y en ningún momento pueden sustituir los informes que deban ser emitidos por el personal del Ayuntamiento. 
No obstante, es necesario poner de manifiesto que en sesión ordinaria del Pleno de la Diputación de Valladolid de 19 de mayo de 2017 se acordó: “2º.- La Diputación Provincial de Valladolid asesorará a todos aquellos municipios que estén interesados en elaborar una ordenanza de convivencia ciudadana, así como en la elaboración de políticas locales en torno a la convivencia ciudadana”. 
Por otro lado, señalar que este Servicio no puede entrar a valorar la conveniencia u oportunidad de la necesidad de aprobar una ordenanza que regule “la protección de la convivencia ciudadana”, “la protección de bienes públicos urbanísticos” y "arquitectónicos” ya que es el propio Ente el que ha de diseñar su propia política en los ámbitos que sean de su competencia. Téngase en cuenta que, derivado del principio de “buena regulación” establecido por el art. 129 de la Ley 39/2015, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, las administraciones que ejerzan la potestad reglamentaria tendrán que actuar bajo los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia. Es necesario acreditar que la regulación prevista obedece a una razón de interés general municipal, y cuáles son los fines perseguidos, fundamentando que la ordenanza es el instrumento más adecuado para su consecución. 
La solicitud de informe que presenta el Ayuntamiento es genérica, remite el proyecto de ordenanza y nos solicita informe jurídico sobre la viabilidad de la misma, sin plantear cuestión concreta alguna o asesoramiento concreto que se les pueda haber planteado y que pudiera ser objeto de informe por parte de este Servicio de Asesoramiento Local. 
Del análisis del proyecto de ordenanza que nos han enviado para informe, únicamente se han observado dos cuestiones que merecen especial atención: 
PRIMERO: 
El artículo 3 del proyecto de ordenanza regula la competencia de la Administración Municipal, señalando en el punto b) que constituye competencia de la Administración Municipal:
“b) La seguridad en lugares públicos que incluye la vigilancia de los espacios públicos y la protección de personas y bienes”.
	Hoy la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local (LBRL) tras la reforma efectuada por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, no recoge en el listado de materias del art. 25.2 la “seguridad en lugares públicos”, no obstante, la letra f) del art. 25.2 recoge la materia de policía local en la que la mayoría de la doctrina entiende haberse subsumido. 
Recordemos que una de las finalidades de esta última modificación de la LBRL fue la clarificación de las competencias locales, por ello el art. 25.2 recoge hoy, en principio, un listado de materias donde el legislador sectorial le atribuye competencias. Siendo la “policía local” la materia, del artículo ha desaparecido “la seguridad en lugares públicos” que es la competencia.
Ahora bien, para determinar si la policía local tiene competencia en materia de seguridad pública hay que analizar la legislación sectorial. 
En primer lugar, hay qué determinar que se ha de entender por seguridad pública o seguridad ciudadana. Tanto la doctrina como la jurisprudencia han venido interpretando, con matices, estos conceptos como sinónimos, entendiendo que es aquella “actividad dirigida a la protección de las personas y bienes y al mantenimiento de la tranquilidad ciudadana”
La Constitución Española en el art. 104.1 y en el 149.1. 29 configuran esta competencia como exclusiva del Estado. En el ámbito estatal la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (LOFCSE) y la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana (LOPSC) desarrollan y articulan esta competencia atribuyendo competencias y estableciendo los fines y principios de actuación de todos los poderes públicos en el ámbito de la seguridad ciudadana. Señala la propia exposición de motivos de la LOFCSE:
“La seguridad pública constituye una competencia difícil de parcelar, toda vez que no permite delimitaciones o definiciones, con el rigor y precisión admisibles en otras materias. Ello es así porque las normas ordenadoras de la seguridad pública no contemplan realidades físicas tangibles, sino eventos meramente previstos para el futuro, respecto a los cuales se ignora el momento, el lugar, la importancia y, en general, las circunstancias y condiciones de aparición.
Hay que tener en cuenta a este respecto la ocupación por parte de la seguridad pública de un terreno de encuentro de las esferas de competencia de todas las Administraciones Públicas –aunque el artículo 149.1 de la Constitución la enumere, en su apartado 29, entre las materias sobre las cuales el estado tiene competencia exclusiva– y las matizaciones y condicionamientos con que la configura el texto constitucional, lo que hace de ella una de las materias compartibles por todos los poderes públicos, si bien con estatutos y papeles bien diferenciados”.
La LOPSC regula un conjunto plural y diversificado de actuaciones de distinta naturaleza orientadas a la tutela de la seguridad ciudadana, mediante la protección de personas y bienes y el mantenimiento de la tranquilidad de los ciudadanos. En su art. 5 determina qué autoridades y órganos son competentes para el desempeño de las funciones que la Ley determina y el art. 6 de la misma manifiesta el principio de cooperación entre todas las administraciones públicas con competencias en la materia. 
Para determinar las funciones que en esta materia les corresponden a las autoridades locales esta Ley nos remite a la LOFCSE, y a la propia legislación de régimen local, de espectáculos públicos, actividades recreativas y actividades clasificadas.
Ya desde el art. 1 de la LOFCSE se atribuyen competencias en esta materia a las propias Corporaciones Locales las cuales deberán participar en el mantenimiento de la seguridad pública. Por su parte el art. 53 de esta Ley concreta funciones que deberán ejercer los Cuerpos de Policía Local y en el 54 regula la “Junta Local de Seguridad”, órgano colegiado que facilita la cooperación y la coordinación, en el ámbito territorial del municipio, de las Administraciones Públicas en materia de seguridad, asegurando de forma específica la cooperación y la coordinación operativa de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que intervienen en el término municipal, y que se regulan por el Real Decreto 1087/2010.
Por su parte, en nuestra Comunidad Autónoma la Ley 9/2003, de 8 de abril, de coordinación de Policías Locales de Castilla y León, en el art. 13 se remite a este mismo artículo 53 para determinar las funciones de los Cuerpos de Policía Local. En su punto 13.2 prevé de la posible existencia de convenios de colaboración con la Junta de Castilla y León en materias propias de su competencia.
La legislación de Régimen Local hace referencia a la seguridad ciudadana en varios preceptos, a pesar de esa omisión hoy de la “seguridad en lugares públicos”, así la Disposición adicional décima de la LBRL, señala “…se potenciará la participación de los Cuerpos de policía local en el mantenimiento de la seguridad ciudadana, como policía de proximidad,” Por su parte,  el Reglamento de Servicios de las Corporaciones locales del Año 1955 en su art. 1 establece que “Los Ayuntamientos podrán intervenir la actividad de sus administrados en los siguientes casos: 1.º En el ejercicio de la función de policía, cuando existiere perturbación o peligro de perturbación grave de la tranquilidad, seguridad, salubridad o moralidad ciudadanas, con el fin de restablecerlas o conservarlas”. Asimismo, no se ha de olvidar, que el Título XI de la LBRL establece la posibilidad de que las entidades locales, a través de ordenanza, tipifiquen infracciones y sanciones en las materias allí señaladas, entre ellas, supuestos de perturbación  relevante de la convivencia que afecte de manera grave, inmediata y directa a la tranquilidad o al ejercicio de derechos legítimos de otras personas, al normal desarrollo de actividades de toda clase conformes con la normativa aplicable o a la salubridad u ornato públicos, siempre que se trate de conductas no previstas en  la LOPSC.
Además, no se ha de olvidar, que la reciente LOPSC establece como órgano competente en la Administración Local a los alcaldes para impones sanciones y adoptar las medidas que recoge esta ley cuando las infracciones se cometan en espacios públicos municipales o afecten a bienes de titularidad local.  
En base a lo anterior es claro que los municipios tienen competencias en materia de “seguridad ciudadana”, ante situaciones de perturbación de la seguridad, tranquilidad y moralidad ciudadana restringida a los lugares públicos. Se trataría de asegurar “la protección de la paz pública” como señala Morell Ocaña, que en situaciones de normalidad puede no requerir incluso actuación limitativa o coactiva ninguna por ser tarea de simple vigilancia. A este respecto recordar  el principio de “mínima intervención” que rige en las relaciones administración – ciudadano y que el art. 4.3 de la LOPSC recoge en relación a  esta materia “La actividad de intervención se justifica por la existencia de una amenaza concreta o de un comportamiento objetivamente peligroso que, razonablemente, sea susceptible de provocar un perjuicio real para la seguridad ciudadana y, en concreto, atentar contra los derechos y libertades individuales y colectivos o alterar el normal funcionamiento de las instituciones públicas”
Recoge la LOPSC los principios de cooperación y colaboración en esta materia de todas las administraciones públicas con competencias en la materia de seguridad ciudadana.
Por ello, en base a los anteriores argumentos sería conveniente que el art. 3.b) del proyecto de ordenanza que presentan se redactara teniendo en cuenta estos principios, como hace la FEMP:
“La seguridad en lugares públicos, que incluye la vigilancia de los espacios públicos y la protección de personas y bienes. En coordinación con los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado que participan en la seguridad pública.”
SEGUNDO:
El art. 28 del proyecto de ordenanza, cuando considera quienes son los responsables de los daños en el dominio público, considera que serán responsables las personas “… aún a título de simple observancia…”
De acuerdo con la nueva Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público se requiere de la existencia de dolo o de culpa para poder exigir responsabilidad. Esta nueva Ley se ha hecho eco de la última jurisprudencia sobre esta materia (entre otras Sentencias del Tribunal Supremo de 18 de septiembre de 2008 y de 21 de enero de 2011) que dejan claro y meridiano que la responsabilidad requiere de la concurrencia de dolo o culpa.
“Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas físicas y jurídicas, así como, cuando una Ley les reconozca capacidad de obrar, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos, que resulten responsables de los mismos a título de dolo o culpa”
Por tanto, ya no se puede sancionar a nadie por ser responsable a título de “simple inobservancia” que recogía la vieja Ley 30/92, hoy derogada, y sobre la que existieron multitud de pronunciamientos jurisprudenciales que señalaban la necesidad de la concurrencia de dolo o culpa, como no puede ser de otra manera en virtud del principio de presunción de inocencia. Por ese motivo, y conforme al principio de legalidad, la Ordenanza no debe incorporar la responsabilidad objetiva, es decir, del texto del art. 28 ha de desaparecer la siguiente frase “aun a título de simple observancia”.
Disculpen el gran retraso que se ha producido en la emisión de este informe. Para su emisión, al no tratarse de un asunto concreto y determinado, sino del análisis de una ordenanza general se ha tenido que analizar todo el texto de la ordenanza al amparo de la distinta normativa aplicable, además se ha tenido en cuenta la última jurisprudencia en la materia, principalmente las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de 8 de octubre 2013 y del Tribunal Supremo de fecha 9 de mayo de 2016, que analizan con detenimiento la “Ordenanza de Protección de la Convivencia Ciudadana y de prevención de actuaciones antisociales del Ayuntamiento de Valladolid” y también se ha analizado la ordenanza tipo que la FEMP ha puesto a disposición de todos los Ayuntamientos en esta materia y que, por si fuera de su interés, podrá localizar en el siguiente enlace.
http://femp.femp.es/files/566-373-archivo/Ordenanza%20Tipo%20de%20Convivencia%20Ciudadana%20FEMP.pdf
Sin perjuicio de todo lo señalado en este informe y como ustedes ya bien saben este Servicio de Asesoramiento Local queda a su entera disposición para resolver cualquier duda concreta que al respecto les pueda surgir.
Se emite el presente informe sin perjuicio de otro de mejor criterio fundado en Derecho.
Valladolid, 26 de octubre de 2017.
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